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JURISDICCIÓN Y PROCEDIMIENTO ANTE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN 

El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje es un órgano de impartición de justicia laboral 

competente para dar solución a los conflictos laborales individuales y colectivos que se 

suscitan entre las dependencias de la Administración Pública Federal, del Gobierno del 

Distrito Federal, sus trabajadores y sus organizaciones sindicales. La legislación laboral de 

los trabajadores al servicio del Estado es relativamente nueva y tiene un origen diverso a la 

que rige a los demás trabajadores. Todo ello es así, en atención a que la Constitución de 

1917 en el artículo 123 facultó a las entidades federativas para legislar en materia de trabajo; 

la gran mayoría de las leyes que fueron expedidas con base en ella, excluían a los 

empleados públicos y por lo tanto, sólo eran aplicables a los obreros como factores de la 

producción. 

 

Durante las tres primeras décadas del siglo XX, la idea del patrón y la norma constitucional 

que en su artículo 89 consignaba como atributo del Poder Ejecutivo, nombrar y remover 

libremente a sus empleados tratándose lo mismo de secretarios de despacho que de 

servidores de la última jerarquía, colocó a los burócratas en otro contexto de aquél en que se 

daba la relación laboral entre el patrón y el trabajador asalariado. A partir del 19 de agosto de 

1925, fecha en que se publicó la Ley General de Pensiones Civiles de Retiro, en su primer 

artículo reconoció el derecho para que los empleados de la Federación y del Distrito y 

Territorios Federales gozaran de pensiones de retiro al cumplir los sesenta años de edad o 

quedaran inhabilitados para el servicio. El 12  de abril de 1934, el entonces Presidente de la 

República, General Abelardo L. Rodríguez, expidió un acuerdo administrativo sobre 

organización y funcionamiento del servicio civil. En dicho acuerdo, se establecieron, con 

funciones jurisdiccionales, las Comisiones del Servicio Civil de cada una de las entidades del 

Poder Ejecutivo que tenían como finalidad garantizar la inamovilidad de los servidores 

públicos, habida cuenta que ante ellas debería acreditarse la causa fundada para la 

separación de los trabajadores de su empleo. Más tarde, durante el gobierno del Presidente 

Lázaro Cárdenas, el Congreso de la Unión expidió el  Estatuto de los Trabajadores al 

Servicio de los Poderes de la Unión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de 

diciembre de 1938, en el que  se estableció como órgano jurisdiccional al Tribunal de 

Arbitraje. Posteriormente, el 4 de abril de 1941 se promulgó un nuevo Estatuto de los 

Trabajadores al Servicio de los Poderes de la Unión, en el cual quedó establecido el Tribunal 

de Arbitraje como autoridad jurisdiccional en única instancia para conocer de los conflictos 



entre el Estado y sus trabajadores. El 5 de diciembre de 1960, se publicó la reforma que 

adiciona el Apartado “B” al Artículo 123 Constitucional, cuya fracción XII establece que los 

conflictos individuales, colectivos o intersindicales serán sometidos a un Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje. Tal disposición precisa la naturaleza constitucional del Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje, señalándole además, desde ese momento, dada la 

tradición jurídica del derecho social mexicano, la importante y trascendente función de la 

conciliación. Dicho Tribunal es autónomo, con plena jurisdicción y competencia para tramitar 

y resolver los asuntos a que se refiere la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, Reglamentaria del Apartado “B” del Artículo 123 Constitucional. Por acuerdo del 

Pleno del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de fecha 26 de octubre de 2005, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de octubre de 2005, se amplía el 

Tribunal de tres a cuatro Salas. Posteriormente, el 15 de abril de 2009, se amplía de cuatro a 

ocho Salas. 

Procedimientos ante las juntas de conciliación y arbitraje  

El procedimiento se encuentra señalado y descrito en los siguientes artículos de la ley 

federal del trabajo. Artículo 865. En los procedimientos ante las Juntas Federales y Locales 

de Conciliación, se observarán las normas que establecen las fracciones I y II del artículo 

600 de esta Ley. El Artículo 866. Terminado el procedimiento de conciliación, las partes 

deberán señalar domicilio para recibir notificaciones, en el lugar de residencia de la Junta 

Federal, Local o Especial de Conciliación y Arbitraje a la que deba remitirse el expediente; si 

no hacen el señalamiento, las subsecuentes notificaciones, aún las personales, se harán en 

el boletín o estrados de la Junta correspondiente. El Artículo 867. Cuando las Juntas de 

Conciliación conozcan de los conflictos que tengan por objeto el cobro de prestaciones, cuyo 

monto no exceda del importe de tres meses de salario, se observarán las disposiciones 

contenidas en el Capítulo XVIII de este Título. El Artículo 868. Si no existe Junta de 

Conciliación Permanente, los trabajadores o patrones, pueden ocurrir ante la representación 

de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social o ante la Autoridad Municipal, según el caso, 

para que se integre la Junta de Conciliación Accidental. Artículo 869. En la integración de las 

Juntas de Conciliación Accidentales, se observarán las normas siguientes: I. Las autoridades 

señaladas en el artículo anterior, en su caso, prevendrán a los trabajadores y patrones que 

dentro del término de veinticuatro horas designen sus representantes, y les darán a conocer 

el nombre del representante del Gobierno que presidirá la Junta; y II. Las autoridades citadas 



harán las designaciones de los representantes obrero y patronal, cuando éstos no hayan 

hecho las designaciones. 

La falta de notificación de alguno o de todos los demandados, obliga a la Junta a señalar de 

oficio nuevo día y hora para la celebración de la audiencia, salvo que las partes concurran a 

la misma o cuando el actor se desista de las acciones intentadas en contra de los 

demandados que no hayan sido notificados. Las partes que comparecieren a la audiencia, 

quedarán notificadas de la nueva fecha para su celebración, a las que fueron notificadas y no 

concurrieron, se les notificará por boletín o en estrados de la Junta; y las que no fueren 

notificadas se les hará personalmente. 

La audiencia a que se refiere el artículo 873 constará de tres etapas: 

De conciliación; De demanda y excepciones; y De ofrecimiento y admisión de pruebas. 

La audiencia se iniciará con la comparecencia de las partes que concurran a la misma; las 

que estén ausentes, podrán intervenir en el momento en que se presenten, siempre y 

cuando la Junta no haya tomado el acuerdo de las peticiones formuladas en la etapa 

correspondiente. 

La etapa conciliatoria se desarrollará en la siguiente forma: 

Las partes comparecerán personalmente a la Junta, sin abogados patronos, asesores o 

apoderados. La Junta intervendrá para la celebración de pláticas entre las partes y exhortará 

a las mismas para que procuren llegar a un arreglo conciliatorio. Si las partes llegaren a un 

acuerdo, se dará por terminado el conflicto. El convenio respectivo, aprobado por la Junta, 

producirá todos los efectos jurídicos inherentes a un laudo; Las partes de común acuerdo, 

podrán solicitar se suspenda la audiencia con objeto de conciliarse; y la Junta, por una sola 

vez, la suspenderá y fijará su reanudación dentro de los ocho días siguientes, quedando 

notificadas las partes de la nueva fecha con los apercibimientos de Ley; Si las partes no 

llegan a un acuerdo, se les tendrá por inconformes, pasando a la etapa de demanda y 

excepciones; y De no haber concurrido las partes a la conciliación, se les tendrá por 

inconformes con todo arreglo y deberán presentarse personalmente a la etapa de demanda y 

excepciones. La Junta de Conciliación y Arbitraje que reciba un expediente de la de 

Conciliación, citará a las partes a la etapa de demanda y excepciones, y ofrecimiento y 

admisión de pruebas. 


